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                            Consejo Superior de la Judicatura 

       Consejo Seccional de la Judicatura del Atlántico 
                            JUZGADO SEGUNDO CIVIL DEL CIRCUITO EN ORALIDAD 
                                                            SOLEDAD - ATLANTICO 

 
JUZGADO SEGUNDO CIVIL DEL CIRCUITO DE ORALIDAD DE SOLEDAD 

SOLEDAD – CINCO (5) DE OCTUBRE DE DOS MIL VEINTITRES (2023) 
 

ASUNTO: ACCIÓN DE TUTELA DE SEGUNDA INSTANCIA 
RAD:2023-0613 (T02-2023-00088-01 S.I.) 
ACCIONANTE: VIRGILIO GONZALEZ PEREZ 
ACCIONADO: DELTHAC 1 SEGURIDAD LTDA, MUTUALSER EPS y SOCIEDAD 
ADMINISTRADORA  DE FONDOS DE PENSIONES Y CESANTIAS PORVENIR S A  

 
ASUNTO A TRATAR 

 
Procede el despacho a resolver la impugnación en contra del fallo de primera instancia 
proferido el 28 de agosto de 2023 por el JUZGADO  SEGUNDO DE PEQUEÑAS 
CAUSAS Y COMPETENCIAS MULTIPLES DE SOLEDAD, dentro de la acción de tutela 
impetrada por VIRGILIO GONZALEZ PEREZ en contra de DELTHAC 1 SEGURIDAD 
LTDA, MUTUALSER EPS y SOCIEDAD ADMINISTRADORA  DE FONDOS DE 
PENSIONES Y CESANTIAS PORVENIR S A por la presunta violación de su derecho 
fundamental de PETICION 

HECHOS 
 
Manifiesta el accionante en el libelo incoatorio lo siguiente: 
 

 

 

SIGCMA 
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PRETENSIONES 
 

 
 

DE LA ACTUACIÓN 
 

La acción de tutela fue admitida por el JUZGADO SEGUNDO DE PEQUEÑAS CAUSAS Y 
COMPETENCIAS MULTIPLES DE SOLEDAD a través de auto adiado 15 de agosto de 
2023, ordenándose oficiar a la accionada para que rindiera un informe sobre los hechos 
de la acción de tutela.  
 
INFORME DELTA 1 SEGURIDAD LTDA 
LUIS MARCIAL ROCHA TOLOZA,  en calidad de representante legal para asuntos 
judiciales, manifestó: 
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INFORME PORVENIR S.A 
DIANA MARTINEZ CUBIDES, en calidad de directora de Acciones Constitucionales, 
manifestó: 
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FALLO DE PRIMERA INSTANCIA. 
 

El JUZGADO SEGUNDO DE PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIAS MULTIPLES DE 
SOLEDAD, mediante providencia del 28  de agosto  de 2023, resolvió negar el amparo 
invocado en atención a que no cumple el requisito de subsidiariedad 
 

DE LA IMPUGNACIÓN 
 

Inconforme con la decisión del a quo, la parte accionante presentó impugnación 
asegurando que  el  fallo  debe  ser revocado: 
 

 



 
 

 
 
 

 

Página 5 de 10 

 

 

 



 
 

 
 
 

 

Página 6 de 10 

 

 
 
 

PROBLEMA JURÍDICO 

De acuerdo con la situación fáctica puesta de presente en el acápite de antecedentes 
consiste en determinar si es procedente conceder el amparo invocado por el actor, 
presuntamente vulnerados por DELTHAC 1 SEGURIDAD LTDA, MUTUALSER EPS y 
SOCIEDAD ADMINISTRADORA  DE FONDOS DE PENSIONES Y CESANTIAS 
PORVENIR S A 

NORMATIVO Y JURISPRUDENCIAL 

El marco constitucional está conformado por el artículo 23, 44 y 86 de la Constitución  

Política,  Decreto 2591 de 1991. Ley 1155 de 2015,  Sentencia T-597/08 Sentencia T-

1039/12, Sentencia T-362/15, T-954/14, T-661/14, T- 362 - 2015  entre otras. 

 

CONSIDERACIONES 

El constituyente del 1991, se preocupó por constitucionalizar no sólo una completa 

declaración de derechos, sino por crear los mecanismos idóneos para su eficaz 

protección. 

La acción de tutela se estableció en la Constitución Política Colombiana, como un 

mecanismo residual, para aquellos casos de violación de Derechos Fundamentales en los 

cuales la persona afectada no tuviere ningún otro mecanismo para proteger su derecho, 

así se tiene por visto que la esencialidad de la Acción de Tutela es la de proteger 

estrictamente los derechos fundamentales que se vean vulnerados por la acción u 

omisión de cualquier persona. 

Quiere decir lo anterior que la jurisdicción constitucional, tiene entre sus fines el de velar 

por la vigencia de los derechos fundamentales de las personas creando un instrumento 

que permita resolver de manera expedita las situaciones en que las personas no disponen 

de vías judiciales, o en  las que existiendo estas, no son adecuadas para evitar la 

vulneración de un derecho. Sin embargo,  debe resaltarse que a ella corresponde 

igualmente asegurar que las competencias de otras jurisdicciones sean respetadas, es 

decir, está la de señalarse a la Acción de Tutela límites precisos, de manera que se 

pueda armonizar el interés por la defensa de los derechos fundamentales con la 

obligación de respetar el marco de acción de las otras jurisdicciones establecidas. Así 

mismo se tiene que la Acción de Tutela de naturaleza protege exclusivamente los 

derechos constitucionales fundamentales.  

Como quiera que la acción de tutela es interpuesta por la presunta trasgresión del 

derecho fundamental de petición este despacho realizará una breve referencia al mismo 

para finalmente estudiar el fondo del asunto. 
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La Constitución Política (Art. 23) consagra que “toda  persona tiene derecho a presentar 

peticiones respetuosas a las autoridades por motivos de interés general o particular y a 

obtener pronta solución”. 

La Corte Constitucional, ha sostenido que el derecho de petición se materializa cuando la 

autoridad requerida, o el particular en los eventos en que procede, emite respuesta a lo 

pedido, i) respetando el término previsto para tal efecto; ii) de fondo, esto es, que resuelva 

la cuestión, sea de manera favorable o desfavorable a los intereses del peticionario; iii) en 

forma congruente frente a la petición elevada; y, iv) comunicándole tal contestación al 

solicitante. Si emitida la respuesta requerida, falla alguna de los tres presupuestos finales, 

se entenderá que la petición no ha sido atendida, conculcándose el derecho fundamental. 

En tal sentido, la Corte Constitucional ha explicado: 

“… el derecho de petición se vulnera si no existe una respuesta oportuna a la 

petición elevada. Además, que ésta debe ser de fondo. Estas dos 

características deben estar complementadas con la congruencia de lo 

respondido con lo pedido. Así, la respuesta debe versar sobre aquello 

preguntado por la persona y no sobre un tema semejante o relativo al asunto 

principal de la petición. Esto no excluye que además de responder de manera 

congruente lo pedido se suministre información relacionada que pueda ayudar 

a una información plena de la respuesta dada. 

El derecho de petición sólo se ve protegido en el momento en que la persona que elevó la 

solicitud conoce su respuesta, Se hace necesario reiterar que no se considera como 

respuesta al derecho de petición aquella presentada ante el juez, puesto que no es él el 

titular del derecho fundamental.”1 

CASO CONCRETO 

En el presente caso, se tiene que el señor VIRGILIO GONZALEZ PEREZ, considera 

vulnerado su derecho fundamental de petición, por parte de DELTHAC 1 SEGURIDAD 

LTDA, MUTUALSER EPS y SOCIEDAD ADMINISTRADORA  DE FONDOS DE 

PENSIONES Y CESANTIAS PORVENIR S A, lo anterior, con ocasión de la solicitud de 

pago de incapacidades medicas que asegura ha solicitado a través de derecho de 

petición  

DELTHAC 1 SEGURIDAD LTDA en su informe asegura que el actor no ha presentado 

derecho de petición ante ellos. Asimismo, PORVENIR S.A informa que el accionante no 

ha radicado la solicitud de pago de incapacidades en debida forma 

El a quo en fallo de primera instancia resolvió negar el amparo por cuanto la pretensión de 

ordenar el pago de incapacidades medicas resultaba improcedente toda vez que el actor 

cuenta con mecanismos a través de la justicia ordinaria para reclamar los mismos, y en 

relación al derecho de petición no acreditó haber radicado el mismo ante las entidades 

accionadas.  

Inconforme con la decisión proferida el accionante impugna el fallo asegurando que el 

mismo debe ser revocado y adjunta pantallazo del derecho de petición y la respuesta 

emitida por MUTUAL SER EPS 

De conformidad con el artículo 86 de la Constitución, toda persona puede reclamar, por sí 

misma o por quien actúe en su nombre, ante los jueces, mediante la acción constitucional, 

la protección inmediata de sus derechos fundamentales, vulnerados o amenazados por la 

acción u omisión de cualquier autoridad pública, o por los particulares en los eventos que 

establezca la Constitución y la ley, cuando no disponga de otro instrumento de defensa 

judicial, excepto que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio 

de carácter irremediable. 

 
 



 
 

 
 
 

 

Página 8 de 10 

 

El mecanismo de protección procede, en consecuencia, contra cualquier autoridad pública 

que con sus actuaciones u omisiones vulneren o amenacen derechos constitucionales 

fundamentales, incluidas, por supuesto, las judiciales, en cuanto autoridades de la 

República, las cuales, sin excepción, “están instituidas para proteger a todas las personas 

residentes en Colombia, en su vida, honra, bienes, creencias y demás derechos y 

libertades”, como lo consagra el artículo 2º de la Constitución. 

De conformidad a todo lo antes expuesto se observa que el accionante pretende a través 

de la acción de tutela se ordene el pago de incapacidades que datan del año 2021. 

La Corte Constitucional en Sentencia T 265 de 2022 contempló: 

“La Ley 100 de 1993, el Decreto 1049 de 1999, el Decreto 2943 de 2013, la Ley 692 de 

2005, entre otras disposiciones normativas, han dispuesto figuras conocidas como el pago 

de incapacidades, seguros, auxilios y pensión de invalidez, con la finalidad de garantizar 

protección a los trabajadores que dejan de percibir un ingreso económico a causa de 

accidentes laborales o enfermedades de origen común. Estas medidas buscan, además, 

reconocer la importancia que tiene el salario de los trabajadores en el ejercicio de sus 

derechos fundamentales al mínimo vital, a la salud y a la vida digna. Así lo ha sostenido la 

Corte, específicamente en lo relativo a las incapacidades, estableciendo que el pago de 

estas obedece a la necesidad de “(…) garantizar que la persona afectada no interrumpa 

sus tratamientos médicos o que pueda percibir un sustento económico a título de 

incapacidad o de pensión de invalidez, cuando sea el caso. Tal hecho permite concluir que 

el Sistema de Seguridad Social está concebido como un engranaje en el cual se establece 

que ante una eventual contingencia exista una respuesta apropiada” 

En este sentido, la Corte definió unas reglas en materia de incapacidades médicas que 

fueron recogidas en la sentencia T-490 de 2015[47], así: 

“i) el pago de las incapacidades sustituye el salario del trabajador, durante el tiempo que 

por razones médicas está impedido para desempeñar sus labores, cuando las 

incapacidades laborales son presumiblemente la única fuente de ingreso con que cuenta el 

trabajador para garantizarse su mínimo vital y el de su núcleo familiar; 

ii) el pago de las incapacidades médicas constituye también una garantía del derecho a la 

salud del trabajador, pues coadyuva a que se recupere satisfactoriamente, sin tener que 

preocuparse por la reincorporación anticipada a sus actividades laborales, con el fin de 

obtener recursos para su sostenimiento y el de su familia; y 

iii) Además, los principios de dignidad humana e igualdad exigen que se brinde un 

tratamiento especial al trabajador, quien debido a su enfermedad se encuentra en estado 

de debilidad manifiesta.” 

Por lo tanto, es claro que si un trabajador no se encuentra en condición de generar un 

ingreso económico para su subsistencia y la de su familia a causa de afecciones en su 

estado de salud, el reconocimiento de incapacidades constituye una garantía de sus 

derechos fundamentales al mínimo vital, a la salud y a la vida digna durante los periodos 

correspondientes a las incapacidades. De ahí, que la Corte Constitucional reconozca que 

“sin dicha prestación, se presume la vulneración de los derechos en mención”. 

En línea con lo señalado anteriormente, es preciso considerar que el Sistema General de 

Seguridad Social ha determinado, en concordancia con las disposiciones legales en la 

materia, que los trabajadores tienen derecho a ser protegidos en su derecho a la vida 

digna cuando con ocasión a un accidente acaecido en desarrollo de sus funciones 

laborales o por enfermedad de origen común, no se encuentren en condición de continuar 
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con sus actividades laborales y, por tanto, de generar un ingreso para su sostenimiento y 

el de su familia.” 

De conformidad con lo anterior, si bien no se desconoce el derecho que le asiste al actor 

del pago de sus incapacidades, en el presente caso no se cumple con los presupuestos 

necesarios para que el mismo se ordenado a través de este mecanismo constitucional, lo 

anterior en atención a que asegura la accionada DELTHAC 1 SEGURIDAD LTDA que 

actualmente el señor VIRGILIO GONZALEZ PEREZ se encuentra laborando de manera 

normal, por lo que no se encuentra afectado su ingreso.  

En lo que respecta al derecho de petición, una vez revisado el expediente no se evidencia 

prueba que acredite el mismo ya que no esta visible el derecho de petición ni constancia 

de su radicación. Ahora, si bien el accionante en escrito de impugnación aporta pantallazo 

de una petición y de una respuesta tampoco existe prueba que le permita determinar a 

esta agencia judicial que el mismo fue radicado ante las entidades accionadas ya que no 

aporta pantallazo de envío por correo electrónico o sello de recibido. Y, finalmente si en 

gracia de discusión tomáramos ese pantallazo como prueba, encontramos que MUTUAL 

SER EPS contesto la petición radicada, y aun cuando la misma resulta desfavorable a lo 

pedido, tal situación no implica vulneración de los derechos del actor. 

Así las cosas, en concordancia con lo expuesto por el a quo resulta necesario confirmar la 

decisión proferida en primera instancia por el JUZGADO SEGUNDO DE PEQUEÑAS 

CAUSAS Y COMPETENCIAS MULTIPLES DE SOLEDAD 

EN MÉRITO DE LO EXPUESTO, EL JUZGADO SEGUNDO CIVIL DEL CIRCUITO DE 

SOLEDAD, ADMINISTRANDO JUSTICIA EN NOMBRE DE LA REPÚBLICA Y POR 

AUTORIDAD DE LA LEY, 

RESUELVE 

PRIMERO: CONFIRMAR el fallo de primera instancia proferido el 25 de agosto de 2023 

por el JUZGADO SEGUNDO DE PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIAS MULTIPLES 

DE SOLEDAD dentro de la ACCIÓN DE TUTELA incoada por VIRGILIO GONZALEZ 

PEREZ en contra de DELTHAC 1 SEGURIDAD LTDA, MUTUALSER EPS y SOCIEDAD 

ADMINISTRADORA  DE FONDOS DE PENSIONES Y CESANTIAS PORVENIR S A, de 

conformidad con lo expuesto en la parte motiva de este proveído. 

SEGUNDO: NOTIFICAR ésta providencia a las partes, así como al señor Defensor del 

Pueblo de la Ciudad, al a quo, por el medio más expedito y eficaz. 

TERCERO: En su oportunidad, remítase el expediente a la Honorable Corte 

Constitucional para su eventual revisión, según lo dispuesto en el decreto 2591 de 1.991. 

 

NOTA: SE FIRMA EN FORMATO PDF EN RAZÓN A LOS INCONVENIENTES QUE PRESENTA LA 

PAGINA DE FIRMA DIGITAL 
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